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Real Decreto-ley 6/2013, de 22 de marzo, de protección a los titulares 
de determinados productos de ahorro e inversión y otras medidas de 
carácter financiero. 

I 

A lo largo de los últimos meses el sector financiero español ha acometido un 
proceso de saneamiento de dimensiones históricas que habrá de culminar, 
próximamente, con la ejecución completa de los planes de reestructuración y 
resolución de aquellas entidades de crédito que tenía mayores dificultades de 
viabilidad y solvencia. Para llevar a cabo este proceso, nuestro ordenamiento 
jurídico se adaptó convenientemente mediante la promulgación de la Ley 
9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de 
crédito. En esta se vino a diseñar todo una marco de actuación pública en las 
crisis de entidades guiado por la búsqueda de una adecuado equilibro entre la 
estabilidad financiera y el uso limitado y eficiente de recursos públicos. A estos 
efectos, se incluyeron en nuestra normativa los llamados ejercicios de gestión 
de instrumentos híbridos y deuda subordinada, que tratan de garantizar una 
correcta participación de los acreedores de una entidad en los costes derivados 
de su reestructuración o resolución. 

Es inminente la realización de los ejercicios de gestión de instrumentos híbridos 
de capital y de deuda subordinada que, en el marco de la Ley 9/2012, de 14 de 
noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito y del 
Memorando de Entendimiento firmado entre las autoridades españolas y 
europeas el 20 de julio de 2012, requieren algunos planes de reestructuración y 
resolución de entidades de crédito. 

Resulta necesario hacer un seguimiento de las eventuales reclamaciones que 
los clientes pueden dirigir a las entidades financieras por razón de la 
comercialización de estos productos complejos y facilitar en determinados casos 
mecanismos ágiles de resolución de controversias, principalmente por medio de 
arbitraje. 

En este contexto y con carácter excepcional, resulta preciso ofrecer liquidez a 
las acciones que los tenedores de estos instrumentos recibirán en canje de los 
mismos. En la medida en que las entidades emisoras de dichos instrumentos no 
cotizan en un mercado oficial, y no tienen previsto hacerlo en el marco de los 
planes de reestructuración aprobados por la Comisión Europea, la falta de 
liquidez suficiente de sus títulos puede comportar una dificultad para los 
clientes minoristas. Con el fin de mitigar los efectos de esta circunstancia, se 
otorga al Fondo de Garantía de Depósitos de la capacidad legal para crear 
mecanismos de mercado que permitan una alternativa de liquidez para estas 
acciones. Por tanto, se dota a este Fondo de la capacidad de poder adquirir las 
acciones no cotizadas que resulten de los canjes obligatorios de instrumentos 
híbridos de capital y deuda subordinada de estas entidades, a precios de 
mercado. 
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A estos efectos, se le dota de los recursos suficientes para poder hacerlo. Sin 
perjuicio del calendario de pagos en el que se aporten estos recursos, la propia 
autorización de la derrama extraordinaria se registrará como patrimonio del 
fondo en la fecha en que se liquide el primer tramo, y permitirá realizar las 
operaciones financieras necesarias para la rápida puesta en marcha de los 
mecanismos de mercado para la adquisición de las acciones en cuestión. 

Se trata, en definitiva, de ampliar el ámbito de actuación ordinario del Fondo 
con la finalidad de capacitarlo para llevar a cabo una función imprescindible y 
rápida para facilitar la adecuada implementación del proceso de 
reestructuración bancaria actualmente en curso. 

Este Real Decreto-ley consta de dos artículos, dos disposiciones adicionales, 
una disposición derogatoria única, que contiene una cláusula derogatoria 
genérica respecto a cualesquiera otras normas de igual o inferior rango en lo 
que se opongan a lo dispuesto en este Real Decreto-ley, y seis disposiciones 
finales entre las que, además de determinadas modificaciones normativas, se 
efectúan las correspondientes referencias al título competencial, a las 
facultades de desarrollo y a la entrada en vigor de la norma. 

II 

El capítulo I consta de un único artículo, que tiene por objeto la creación y la 
regulación de la composición y del funcionamiento de la Comisión de 
seguimiento de instrumentos híbridos de capital y deuda subordinada. 

En los últimos años ha crecido el número de reclamaciones por parte de 
clientes de entidades financieras que habían adquirido instrumentos híbridos de 
capital y deuda subordinada. 

En este punto, se considera necesario crear un órgano con la más alta 
representación institucional que coordine e impulse los trabajos necesarios para 
hacer un seguimiento de determinadas incidencias que hayan podido derivarse 
de la comercialización de instrumentos híbridos de capital y deuda subordinada. 
Dentro de estos trabajos, y con pleno respeto a las competencias que, en 
materia de supervisión financiera y protección de consumidores y usuarios, 
ostenten otros organismos y el poder judicial, la Comisión hará un análisis de 
los factores generadores de las reclamaciones judiciales y extrajudiciales, así 
como del resultado de estas, relativas a la comercialización de instrumentos 
híbridos de capital y deuda subordinada por parte de las entidades participadas 
por el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria, realizando informes sobre 
su evolución, que serán remitidos al Congreso de los Diputados. Además 
determinará los criterios básicos para fijar en el caso de entidades participadas 
por el FROB, en qué casos debe ofrecer a sus clientes la sumisión a arbitraje. 
Dicho análisis se realizará sin injerencia alguna en la debida independencia e 
imparcialidad con la que, conforme a la legislación vigente, deben desarrollarse 
los procedimientos tanto judiciales como arbitrales en materia de consumo y sin 
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que suponga carga adicional de trabajo para los órganos, jurisdiccionales o no, 
competentes para su tramitación, ni para el Consejo General del Poder Judicial. 

III 

El artículo 2 de este Real Decreto-ley modifica el apartado 4 y añade un nuevo 
apartado 5 en la disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 21/2012, de 
13 de julio, de medidas de liquidez de las Administraciones públicas y en el 
ámbito financiero. Se amplían de manera extraordinaria y temporal las 
funciones del Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito en un 
doble sentido. De un lado, se permite al Fondo la suscripción de acciones o 
deuda de la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria (en adelante, SAREB) y, de otro lado, se le faculta para adquirir 
acciones de las entidades que han transferido sus activos a la SAREB. Esta 
última facultad permitirá al Fondo adquirir valores no líquidos emitidos por 
entidades no cotizadas dotándolos de liquidez en beneficio de los clientes de 
estas entidades, con el fin de posibilitar la venta en condiciones de mercado de 
las acciones recibidas en los canjes obligatorios que ha de realizar el FROB 
dentro de los procesos de reestructuración y resolución actualmente en curso. 

Adicionalmente, con el objeto de mantener una saneada posición patrimonial 
del Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito, que le permita 
desempeñar adecuadamente su función en favor de la estabilidad del sistema 
financiero español, se establece una contribución especial al mismo, aplicable 
una sola vez, de un 3 por mil de los depósitos computables. Esta contribución 
se articulará en dos fases. Una primera por el 40 por ciento, para la que el 
Fondo podrá acordar una serie de deducciones relacionadas con la dimensión 
de las entidades, sus aportaciones a la SAREB o la percepción de ayudas 
públicas. Y un segundo tramo, que comprenderá el 60 por ciento restante, a 
satisfacer a partir de 2014 y dentro de un máximo de 7 años, de acuerdo al 
calendario de pago que fije la Comisión Gestora del Fondo de Garantía de 
Depósitos de Entidades de Crédito. 

IV 

Por lo que se refiere a la parte final del Real Decreto-ley, incluye determinadas 
disposiciones adicionales que afectan a compromisos internacionales asumidos 
por España y otras cuya adopción tiene carácter urgente ya sea por estar 
relacionadas con la resolución o reestructuración de entidades de crédito, ya 
sea por su especial relevancia en el contexto económico actual. 

La disposición adicional primera adopta distintas medidas necesarias para 
cumplir con el mandato contenido en el Reglamento (UE) N.º 260/2012 del 
parlamento europeo y del consejo de 14 de marzo de 2012, por el que se 
establecen requisitos técnicos y empresariales para las transferencias y los 
adeudos domiciliados en euros, y se modifica el Reglamento (CE) n.º 924/2009. 
Se habilita al Ministro de Economía y Competitividad a realizar las 
autorizaciones y exenciones en los supuestos y términos previstos en dicho 
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Reglamento; se designa al Banco de España autoridad competente responsable 
de garantizar su cumplimiento; y se modifica el artículo 51.3 de la Ley 16/2009, 
de 13 de noviembre, de servicios de pago para incluir como normas de 
ordenación y disciplina de los proveedores de servicios de pago las 
disposiciones del referido Reglamento. 

Por su parte, la disposición adicional segunda establece que los servicios de 
atención al cliente y los defensores del cliente de las entidades financieras, 
atenderán las reclamaciones relacionadas con los compromisos suscritos por 
dichas entidades en el marco de la encomienda al Gobierno prevista en la 
disposición adicional única del Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de noviembre, 
de medidas urgentes para reforzar la protección de los deudores hipotecarios y 
de conformidad con la cual se creó el Fondo Social de la Vivienda. 

En las disposiciones finales primera, segunda y tercera se acometen tres 
modificaciones legales concretas. 

Así, en primer lugar, se modifican los artículos 60, 61 y 65 de la Ley 44/2002 de 
22 de noviembre, de medidas de reforma del sistema financiero, para permitir 
que el Banco de España pueda fijar umbrales de declaración distintos en 
función de las diferentes finalidades (supervisión o registro de información) de 
la Central de Información de Riesgos del Banco de España. Esta reforma 
responde al compromiso de reformas adquirido por España en el marco del 
Memorando de Entendimiento firmado para la asistencia financiera europea a la 
recapitalización de las entidades de crédito. 

En segundo lugar, en la disposición final segunda se modifica el artículo 86 bis 
del texto refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, con 
el fin de permitir que las entidades aseguradoras españolas puedan competir en 
igualdad de condiciones con las entidades aseguradoras de otros Estados 
miembros, las cuales pueden utilizar las agencias de suscripción para contratar 
seguros. Los artículos 86 bis y 86 ter del texto refundido de la Ley de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, que fueron añadidos al 
mismo por la disposición final decimocuarta de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, 
de Economía Sostenible, recogen la normativa aplicable a las agencias de 
suscripción. Esta normativa permite a las entidades aseguradoras domiciliadas 
en Estados miembros del Espacio Económico Europeo distintos de España y que 
ejerzan sus actividades en España en régimen de derecho de establecimiento o 
en régimen de libre prestación de servicio, utilizar agencias de suscripción. La 
modificación del mencionado artículo 86 bis tiene por objeto eliminar la 
desventaja competitiva con la que han venido operando las entidades 
españolas, frente al resto, precisamente en nuestro propio mercado nacional. 
Se considera que la supresión de esta barrera artificial es de urgente necesidad, 
pues con ella se pone fin a la desigualdad de trato entre las entidades 
españolas y las de otros Estados miembros, que sí pueden apoderar a las 
mencionadas agencias de suscripción seguros para la suscripción de seguros 
por su cuenta y nombre. 
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En tercer lugar, en virtud de la disposición final tercera se modifican los 
artículos 36.4 y 44.2 de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración 
y resolución de entidades de crédito, a efectos de que la SAREB pueda 
desarrollar de forma eficaz las funciones que tiene encomendadas. 

La citada disposición final también modifica la redacción del artículo 44.2 b) de 
la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de 
entidades de crédito a efectos de clarificar los términos en que puede tener 
lugar el pago del precio de recompra de emisiones o partidas de instrumentos 
híbridos de capital y de deuda subordinada incluidos en el ámbito de aplicación 
de las acciones de gestión acordadas por el FROB. 

Las medidas anteriores se enmarcan en un contexto de urgente y 
extraordinaria necesidad derivado de la inminencia de sus efectos sobre el 
proceso de reestructuración de entidades de crédito acometido en España, y 
para el cumplimiento de los compromisos adquiridos de conformidad con el 
Memorando de Entendimiento firmado para la asistencia financiera europea a la 
citada reestructuración. 

A la vista de todo lo anterior, haciendo uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución Española, a propuesta del Ministro de Economía y 
Competitividad, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 22 de marzo de 2013, dispongo: 

CAPÍTULO I. COMISIÓN DE SEGUIMIENTO DE INSTRUMENTOS 
HÍBRIDOS DE CAPITAL Y DEUDA SUBORDINADA. 

Artículo 1. Comisión de seguimiento de instrumentos híbridos de capital y 
deuda subordinada. 

1. Se crea la Comisión de seguimiento de instrumentos híbridos de capital y 
deuda subordinada (en adelante, la Comisión), como órgano colegiado adscrito 
al Ministerio de Economía y Competitividad a través de la Secretaría de Estado 
de Economía y Apoyo a la Empresa, encargado de realizar labores de análisis 
de los factores generadores de las reclamaciones judiciales y extrajudiciales 
relativas a la comercialización de instrumentos híbridos de capital y deuda 
subordinada por parte de las entidades en las que el Fondo de Reestructuración 
Ordenada Bancaria tenga participación, de propuestas relacionadas con su 
comercialización y de determinación de los criterios para que ciertas 
reclamaciones puedan ser sometidas a arbitraje. 

La Comisión ejercerá sus funciones con absoluto respeto a las competencias 
que ostentan los órganos judiciales y los organismos que integran el sistema 
arbitral de consumo. 

La Comisión deberá quedar formalmente constituida en el plazo de veinte días 
desde la entrada en vigor de este Real Decreto-ley y se extinguirá transcurridos 
dos años desde su constitución salvo que, por considerarse necesario para el 
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adecuado cumplimiento de las funciones para las que ha sido creada, pueda 
prorrogarse su vigencia por acuerdo de Consejo de Ministros, por el plazo que 
este determine. 

2. Serán funciones de la Comisión: 

a. El análisis de los factores que han motivado la presentación de 
reclamaciones judiciales y extrajudiciales por los titulares de 
instrumentos híbridos de capital y deuda subordinada frente a las 
entidades de crédito en las que el Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria tiene participación. 

b. La remisión al Congreso de los Diputados, con carácter trimestral, de un 
informe relativo a los aspectos fundamentales de las reclamaciones a 
que se refiere el apartado anterior, sin perjuicio de las competencias 
sobre esta materia que correspondan a otros órganos, organismos o 
instituciones. 

Se entenderán por aspectos fundamentales sobre los que la Comisión 
puede solicitar y recabar información los relativos a la cuantía de la 
reclamación, el cauce judicial o extrajudicial elegido por el reclamante, el 
lugar geográfico de comercialización del instrumento, el sentido de la 
sentencia o laudo dictado, el fundamento básico de la estimación o 
desestimación de la reclamación, la entidad emisora, el perfil del cliente 
y cualesquiera otros de naturaleza análoga que se estimen relevantes 
para el adecuado cumplimiento de las funciones que tiene 
encomendadas. A tales efectos, a la Comisión le será de aplicación lo 
dispuesto por el artículo 140 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, 

c. En su caso, la elevación de propuestas a las autoridades competentes 
con la finalidad de mejorar la protección del adquirente de este tipo de 
productos. 

Adicionalmente, la Comisión determinará criterios básicos que habrán de 
emplear las entidades participadas por el Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria al objeto de ofrecer a sus clientes el sometimiento a arbitraje de las 
controversias que surjan en relación con instrumentos híbridos de capital y 
deuda subordinada, con el fin de que estos queden adecuadamente 
compensados del perjuicio económico soportado, en caso de laudo estimatorio. 
Asimismo, y dentro de los criterios anteriores, la Comisión especificará criterios 
para designar al colectivo de clientes cuyas reclamaciones, en atención a la 
especial dificultad de sus circunstancias personales o familiares, deberán recibir 
una tramitación prioritaria por parte de las entidades participadas por el Fondo 
de Reestructuración Ordenada Bancaria. La Comisión trasladará estos criterios 
al Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria, que dará las instrucciones 
necesarias para que sus entidades participadas los adopten. La Comisión 
adoptará los criterios anteriores en su reunión constitutiva y podrá revisarlos 
trimestralmente. 
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3. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, la Comisión elaborará, al 
mes de ser constituida, un informe sobre: 

a. Las características básicas de la comercialización entre clientes 
minoristas de los instrumentos híbridos de capital y deuda subordinada 
en los últimos años. 

b. Los datos estadísticos más relevantes de dicha comercialización. 
c. El marco regulador y supervisor de la protección a los clientes minoristas 

para la comercialización de estos productos. 
d. Las reclamaciones presentadas y su resultado. 

Dicho informe deberá ser elevado al Congreso de los Diputados. 

4. La Comisión estará integrada por los siguientes miembros: 

a. La Presidenta de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, quien 
presidirá la Comisión. 

b. El Subgobernador del Banco de España, en calidad de Vicepresidente. 
c. La Secretaria General de Sanidad y Consumo, del Ministerio de Sanidad, 

Servicios Sociales e Igualdad. 
d. El Secretario General del Tesoro y Política Financiera, del Ministerio de 

Economía y Competitividad. 
e. La Presidenta del Consejo de Consumidores y Usuarios. 

5. La Comisión estará asistida por un secretario, que será designado por la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores, que participará en las reuniones con 
voz pero sin voto. 

Asimismo, la Comisión invitará a participar, con voz pero sin voto, a los 
representantes designados por las autoridades de consumo de las comunidades 
autónomas y del Instituto Nacional del Consumo que hayan participado o vayan 
a participar en los procedimientos de resolución de las reclamaciones a que se 
refiere párrafo primero del apartado 1 de este artículo. 

También asistirá a las reuniones de la Comisión, con voz pero sin voto, un 
representante designado por el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria. 

La Comisión podrá solicitar la asistencia a sus reuniones y el asesoramiento de 
técnicos de organismos públicos o entidades privadas cuya participación pueda 
facilitar el mejor desarrollo de sus funciones. 

6. En casos de ausencia o de enfermedad y, en general, cuando concurra 
alguna causa justificada, los miembros de la Comisión serán sustituidos por sus 
suplentes, los cuales serán designados por los titulares de los Ministerios u 
Organismos a que pertenezcan o en los que estén nombrados los miembros 
titulares. 
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7. La Comisión determinará sus normas de funcionamiento, que se ajustarán a 
lo dispuesto en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
procedimiento administrativo Común, pudiendo ser de aplicación la disposición 
adicional primera de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de 
los ciudadanos a los Servicios Públicos. La Comisión se reunirá, al menos 
trimestralmente, y cada vez que sea convocada por su Presidenta, por propia 
iniciativa o a instancia de tres de sus miembros. 

Para la válida constitución de la Comisión, a efectos de la celebración de 
sesiones, deliberaciones y adopción de decisiones, será necesaria la asistencia 
de la Presidenta y el Secretario, o quienes les sustituyan, y de dos miembros. 
Sus acuerdos se adoptarán por mayoría de sus miembros teniendo la 
Presidenta voto de calidad, en caso de empate. 

8. El funcionamiento de esta Comisión no supondrá incremento alguno del 
gasto público, atendiéndose con los medios personales y materiales existentes. 

Sus miembros no percibirán remuneración o dieta alguna por el ejercicio de sus 
funciones. 

9. El Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria deberá suministrar a la 
Comisión, para el adecuado ejercicio de sus funciones, la información sobre los 
aspectos fundamentales de los procedimientos arbitrales y judiciales a que 
estén sometidas las entidades por él controladas y, en particular, sobre el 
cumplimiento de los criterios básicos a que hace referencia el último párrafo del 
apartado 2. 

CAPÍTULO II. 

Artículo 2. Modificación de la disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 
21/2012, de 13 de julio, de medidas de liquidez de las Administraciones 
públicas y en el ámbito financiero. 

Se modifica el apartado 4 y se añade un nuevo apartado 5 en la disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 21/2012, de 13 de julio, de medidas de 
liquidez de las Administraciones públicas y en el ámbito financiero, con la 
siguiente redacción: 

4. En el ámbito de sus funciones y teniendo en cuenta el beneficio del conjunto 
del sistema de entidades adheridas, el Fondo de Garantía de Depósitos de 
Entidades de Crédito podrá adoptar medidas tendentes a facilitar la 
implementación de la asistencia financiera europea para la recapitalización de 
las entidades de crédito españolas. Entre tales medidas, el Fondo de Garantía 
de Depósitos de Entidades de Crédito podrá comprometer su patrimonio para la 
prestación de las garantías que pudieran exigirse en el ámbito de la referida 
asistencia financiera. Dicho compromiso y las garantías podrán ser asumidas 
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por las entidades de crédito en el marco de los planes de recapitalización que 
se aprueben por el Banco de España. 

Asimismo, se incluirá entre las citadas medidas la posibilidad de suscripción o 
adquisición por parte del Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de 
Crédito de: 

a. acciones o instrumentos de deuda subordinada emitidos por la Sociedad 
de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 9/2012, de 14 de 
noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito. 

La realización de estas adquisiciones o suscripciones de instrumentos de 
deuda requerirán de informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas en el que se valore el efecto que la operación 
prevista pudiera tener en la calificación a efectos de contabilidad 
nacional de dicha Sociedad o bien en el déficit y en la deuda pública. 

b. acciones ordinarias no admitidas a cotización en un mercado regulado 
emitidas por cualquiera de las entidades a las que se refiere la 
disposición adicional novena de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, en el 
marco de las acciones de gestión de instrumentos híbridos y deuda 
subordinada reguladas en su capítulo VII. El Fondo adquirirá de modo 
prioritario las acciones de aquellos clientes de la entidad que se hallen en 
el colectivo referido en el último párrafo del artículo 1.2 del Real 
Decreto-ley 6/2013, de 22 de marzo, de protección a los titulares de 
determinados productos de ahorro e inversión y otras medidas de 
carácter financiero. 

La adquisición de los instrumentos anteriores se realizará a un precio que no 
exceda de su valor de mercado y de acuerdo con la normativa de la Unión 
Europea de ayudas de Estado. A efectos de determinar el citado valor de 
mercado, el Fondo de Garantía de Depósitos solicitará la elaboración de un 
informe de experto independiente. El plazo para realizar la adquisición deberá 
ser limitado y se fijará por el propio Fondo. 

En todo caso, el coste de las medidas anteriores será inferior al total de los 
potenciales desembolsos que hubiera tenido que realizar el Fondo de Garantía 
de Depósitos de Entidades de Crédito de conformidad con su normativa 
reguladora, en el contexto de los procesos de reestructuración ordenada y 
reforzamiento de los recursos propios de entidades de crédito a las que se 
refiere la disposición adicional novena de la citada ley, de haber satisfecho, en 
el momento de la apertura del correspondiente proceso, los importes 
garantizados. 

5. A fin de reforzar el patrimonio del Fondo de Garantía de Depósitos de 
Entidades de Crédito, la aportación anual prevista por el artículo 3 del Real 
Decreto 2606/1996, de 20 de diciembre, sobre Fondos de Garantía de 
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Depósitos de Entidades de Crédito, a realizar por las entidades adheridas sobre 
los depósitos a 31 de diciembre de 2012, se incrementará excepcionalmente, y 
por una sola vez, en un 3 por mil adicional. 

Este incremento se hará efectivo en dos tramos: 

a. Un primer tramo equivalente a dos quintas partes del incremento total a 
satisfacer en el plazo de 20 días hábiles desde el 31 de diciembre de 
2013. 

b. Un segundo tramo equivalente a las tres quintas partes restantes a 
satisfacer a partir de 1 de enero de 2014 de acuerdo al calendario de 
pago que fije la Comisión Gestora dentro de un plazo máximo de 7 años. 
Sin perjuicio del citado calendario de pago, el importe correspondiente a 
este segundo tramo se registrará como patrimonio del fondo en la fecha 
en que se liquide el primer tramo. 

En relación con el primer tramo, la Comisión gestora del Fondo podrá, mediante 
acuerdo adoptado por mayoría de dos tercios de sus miembros, establecer: 

i. Un desplazamiento hacia el segundo tramo de la aportación 
correspondiente a este tramo inicial de hasta un máximo del 50%. 

ii. La no aplicación de este tramo a las entidades a las que se refiere la 
disposición adicional novena de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre. 

iii. Una deducción de hasta un máximo del 50% en las aportaciones de las 
entidades adheridas cuya base de cálculo no exceda de 5.000 millones 
de euros. 

iv. Una deducción de hasta un máximo del 30% de las cantidades invertidas 
por las entidades, antes del 31 de diciembre de 2013, en la suscripción o 
adquisición de acciones o instrumentos de deuda subordinada emitidos 
por la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la 
Reestructuración Bancaria. 

La suma de las deducciones previstas en los apartados iii) y iv) anteriores no 
podrá, en ningún caso, superar el 90% del importe que, en función del saldo de 
depósitos mantenido a 31 de diciembre de 2012, corresponda satisfacer a cada 
entidad. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Medidas de aplicación del 
Reglamento (UE) N.º 260/2012 del Parlamento europeo y del Consejo de 14 de 
marzo de 2012, por el que se establecen requisitos técnicos y empresariales 
para las transferencias y los adeudos domiciliados en euros, y se modifica el 
Reglamento (CE) n.º 924/2009. 

Uno. Se habilita al Ministro de Economía y Competitividad a realizar las 
autorizaciones y exenciones en los supuestos y términos previstos en los 
apartados 1, 3 y 5 del artículo 16 del Reglamento (UE) N.º 260/2012 del 
Parlamento europeo y del Consejo, de 14 de marzo de 2012, por el que se 
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establecen requisitos técnicos y empresariales para las transferencias y los 
adeudos domiciliados en euros, y se modifica el Reglamento (CE) n.º 924/2009. 

Dos. Se designa al Banco de España autoridad competente responsable de 
garantizar el cumplimiento del Reglamento (UE) N.º 260/2012 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012 por el que se establecen 
requisitos técnicos y empresariales para las transferencias y los adeudos 
domiciliados en euros, y se modifica el Reglamento (CE) n.º 924/2009. 

Tres. Se modifica el artículo 51.3 de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de 
servicios de pago que pasa a tener la siguiente redacción: 

Tendrán la consideración de normas de ordenación y disciplina de los 
proveedores de servicios de pago a los que se refieren las letras a), b) y c) del 
apartado 1 del artículo 4, las disposiciones contenidas en los títulos I (a 
excepción del artículo 5) y II de esta ley, las previstas en los artículos 18 y 19 
del título III, el artículo 50, las disposiciones del Reglamento (CE) 924/2009 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, relativo a los 
pagos transfronterizos en la Comunidad y por el que se deroga el Reglamento 
(CE) 2560/2001, las disposiciones contenidas en el Reglamento (UE) N.º 
260/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012 por el 
que se establecen requisitos técnicos y empresariales para las transferencias y 
los adeudos domiciliados en euros, y se modifica el Reglamento (CE) n.º 
924/2009, así como cualesquiera otras leyes y disposiciones de carácter general 
que contengan preceptos específicamente referidos a los proveedores de 
servicios de pago y de obligada observancia para los mismos. 

Su incumplimiento será sancionado como infracción grave de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 26/1988, de 29 de julio, de disciplina e intervención de 
entidades de crédito, siempre que las mismas no tengan carácter ocasional o 
aislado. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Atención de reclamaciones derivadas 
de compromisos adquiridos por las entidades de crédito en virtud de la 
disposición adicional única del Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de noviembre, 
de medidas urgentes para reforzar la protección de los deudores hipotecarios. 

Los servicios de atención al cliente y los defensores del cliente a los que se 
refiere la Orden ECO/734/2004, de 11 de marzo, sobre los departamentos y 
servicios de atención al cliente y el defensor del cliente de las entidades 
financieras, atenderán, de conformidad con lo previsto en la citada orden, las 
reclamaciones relacionadas con los compromisos suscritos por las entidades de 
crédito en el marco de la encomienda al Gobierno prevista en la disposición 
adicional única del Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de noviembre, de medidas 
urgentes para reforzar la protección de los deudores hipotecarios. 
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. Derogación normativa. 

Se derogan cualesquiera otras normas de igual o inferior rango en lo que se 
opongan a lo dispuesto en este Real Decreto-ley. 

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Modificación de la Ley 44/2002, de 22 de 
noviembre, de medidas de reforma del sistema financiero. 

La Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de medidas de reforma del sistema 
financiero queda modificada como sigue: 

Uno. Se modifica el apartado cuarto del artículo 60, que queda redactado en los 
siguientes términos: 

El Ministro de Economía y Competitividad y, con su habilitación expresa, el 
Banco de España, determinará las clases de riesgos a declarar entre los 
mencionados en el apartado anterior, las declaraciones periódicas o 
complementarias a remitir de modo que se asegure que los datos están 
suficientemente actualizados, las fechas a las que habrán de referirse, el 
procedimiento, la forma y el plazo de remisión de las mismas, el alcance de los 
datos a declarar a la CIR respecto a las características y circunstancias de las 
diferentes clases de riesgo y de sus titulares. A estos efectos se podrá 
diferenciar, incluso estableciendo umbrales de declaración distintos, entre: 

a. los datos a declarar exclusivamente en cumplimiento de las obligaciones 
de información que establezca el Banco de España en el ejercicio de sus 
funciones de supervisión e inspección y demás funciones que tiene 
legamente atribuidas, incluidos los datos basados en previsiones propias 
de las entidades, y, 

b. aquellos otros datos que también se declaren con la finalidad de 
facilitarlos a las entidades declarantes para el ejercicio de su actividad. 

Dos. Se modifica el párrafo segundo del apartado cuarto del artículo 61, que 
queda redactado en los siguientes términos: 

Del mismo modo, en los citados informes se omitirán aquellos datos aportados 
por las entidades declarantes exclusivamente en cumplimiento de las 
obligaciones de información que establezca el Banco de España en el ejercicio 
de sus funciones de supervisión e inspección y demás funciones que tiene 
legamente atribuidas. 

Tres. Se modifica el artículo 65, que queda redactado en los siguientes 
términos: 

Primero. Cualquier persona, física o jurídica, que figure como titular de un 
riesgo declarable a la CIR, podrá acceder a toda la información que le afecte, 
salvo aquellos datos aportados por las entidades declarantes exclusivamente en 
cumplimiento de las obligaciones de información que establezca el Banco de 
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España en el ejercicio de sus funciones de supervisión e inspección y demás 
funciones que tiene legamente atribuidas. Las personas físicas podrán 
igualmente solicitar el nombre y dirección de los cesionarios a los que la CIR 
haya comunicado sus datos durante los últimos seis meses así como las 
cesiones de los mismos que vayan a realizarse. La información sobre los 
cesionarios se acompañará de una copia de los datos cedidos en cada caso. 

Cuando todos los datos de un titular hayan sido aportados a la CIR 
exclusivamente en cumplimiento de las obligaciones de información que 
establezca el Banco de España en el ejercicio de sus funciones de supervisión e 
inspección y demás funciones que tiene legamente atribuidas, el titular podrá 
acceder únicamente al nombre de las entidades que hayan declarado los 
riesgos a fin de que puedan ejercer el derecho de acceso ante ellas. 

La solicitud de acceso podrá realizarse por cualquier medio que asegure la 
identificación y, en su caso, título del peticionario, correspondiendo al Banco de 
España fijar los procedimientos que los aseguren y el sistema de consulta, sin 
menoscabo, en lo que se refiere a las personas físicas, del régimen de tutela 
del derecho de acceso, y de las limitaciones a su ejercicio, previstos en el 
artículo 15 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal. Los datos interesados deberán facilitarse al 
peticionario en el plazo máximo de diez días hábiles desde la recepción de la 
solicitud en el Banco de España. 

Segundo. Sin perjuicio de los derechos que asistan a las personas físicas, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, y en sus normas de desarrollo, 
respecto a los datos de carácter personal incluidos en los ficheros de las 
entidades declarantes, todo titular de datos declarados a la CIR que considere 
que éstos son inexactos o incompletos podrá solicitar al Banco de España, 
mediante escrito en el que se indiquen las razones y alcance de su petición, 
que tramite la rectificación o cancelación de los mismos ante las entidades 
declarantes, salvo aquellos datos aportados por las entidades declarantes 
exclusivamente en cumplimiento de las obligaciones de información que 
establezca el Banco de España en el ejercicio de sus funciones de supervisión e 
inspección y demás funciones que tiene legamente atribuidas. El Banco de 
España dará traslado inmediato de la solicitud recibida a la entidad o entidades 
declarantes de los datos supuestamente inexactos o incompletos. 

Las solicitudes remitidas por el Banco de España deberán ser contestadas y 
comunicadas por las entidades declarantes al afectado y a la CIR, en el plazo 
máximo de quince días hábiles a contar desde su recepción en cualquiera de 
sus oficinas. La decisión será motivada en el supuesto de que considere que no 
procede acceder a lo solicitado. 

Las personas físicas podrán formular contra las entidades declarantes la 
reclamación ante la Agencia de Protección de Datos a que se refiere el artículo 
18 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
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Carácter Personal, cuando las decisiones adoptadas conforme a lo previsto en 
el párrafo anterior no accedan a la rectificación o cancelación solicitada por el 
afectado, o no haya sido contestada su solicitud dentro del plazo previsto al 
efecto. 

Tercero. Las entidades declarantes estarán obligadas a facilitar a las personas 
jurídicas titulares de riesgo el acceso efectivo a los datos remitidos a la CIR de 
los que sean titulares, en el plazo máximo de un mes desde la fecha en que sea 
solicitado; también deberán atender las solicitudes de rectificación o 
cancelación de datos inexactos o incompletos que aquéllas les formulen; el 
plazo para contestar dichas solicitudes será de veinte días hábiles. 

Cuarto. Sin perjuicio de las competencias de la Agencia de Protección de Datos 
previstas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal, cuando una persona física interponga una 
reclamación ante aquélla a los efectos de la tutela de sus derechos de acceso, 
rectificación, cancelación u oposición en relación a sus datos de carácter 
personal incluidos en los ficheros de las entidades declarantes, la Agencia 
deberá comunicarlo con carácter inmediato al Banco de España a los efectos de 
la suspensión de la cesión de datos prevista en el párrafo segundo del apartado 
primero del artículo siguiente, en el caso de que los datos objeto de la 
reclamación estuvieran incluidos entre los que son de obligada remisión a la 
CIR. 

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Modificación del texto refundido de la Ley 
de ordenación y supervisión de los seguros privados, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre. 

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 86 bis del texto refundido de la 
Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, en los términos que se indican a 
continuación: 

1. Las entidades aseguradoras podrán celebrar contratos de apoderamiento con 
personas jurídicas para la suscripción de riesgos en nombre y por cuenta de 
aquellas. 

2. Las agencias de suscripción en España accederán a su actividad previa 
obtención de la autorización administrativa de la Dirección General de Seguros 
y Fondos de Pensiones. 

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Modificación de la Ley 9/2012, de 14 de 
noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito. 

Uno. Se añaden unos nuevos apartados h), i) y j) en el artículo 36.4 de la Ley 
9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de 
crédito, con la siguiente redacción: 
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h. Los créditos transmitidos a la Sociedad de Gestión de Activos 
Procedentes de la Reestructuración Bancaria no serán calificados como 
subordinados en el marco de un eventual concurso del deudor, aun 
cuando la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la 
Reestructuración Bancaria fuese accionista de la sociedad deudora. No 
obstante, si ya hubiese sido calificado el crédito como subordinado con 
carácter previo a la transmisión, conservará tal calificación. 

La Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria ostentará, respecto a los créditos por ella adquiridos después 
de la declaración de concurso, derecho de adhesión a la propuesta o 
propuestas de convenio que se presenten por cualquier legitimado, así 
como derecho de voto en la junta de acreedores. 

i. La Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria podrá ser beneficiaria de las hipotecas de máximo previstas en 
el artículo 153 bis de la Ley Hipotecaria que estuvieran constituidas 
sobre los activos que se le hubiesen transmitido al amparo de lo previsto 
en esta Ley, o de las que se constituyan en lo sucesivo. 

j. Será de aplicación a la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la 
Reestructuración Bancaria el régimen de los acuerdos de compensación 
contractual y garantías financieras regulado en el capítulo II del Real 
Decreto-ley 5/2005, de 11 de marzo, de reformas urgentes para el 
impulso a la productividad y para la mejora de la contratación pública. 

Dos. El último párrafo del artículo 44.2.b) de la Ley 9/2012, de 14 de 
noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito queda 
redactado del siguiente modo: 

Asimismo, el FROB podrá estipular que el pago del precio de recompra se 
reinvierta en la suscripción de acciones, cuotas participativas o aportaciones al 
capital social, según corresponda, de la propia entidad o de otra entidad de 
crédito por ella participada, o que dicho pago se realice en especie mediante la 
entrega de acciones o cuotas participativas disponibles en autocartera directa o 
indirecta de la entidad o de su entidad de crédito participada. 

DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. Título competencial. 

Este Real Decreto-ley se dicta al amparo de las competencias atribuidas al 
Estado en el artículo 149.1.11.ª de la Constitución en materia de bases de la 
ordenación del crédito, banca y seguros. 

DISPOSICIÓN FINAL QUINTA. Facultades de desarrollo. 

Se habilita al Gobierno y al titular del Ministerio de Economía y Competitividad, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, para dictar las disposiciones y 
adoptar las medidas necesarias para el desarrollo y ejecución de lo establecido 
en este Real Decreto-ley. 
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DISPOSICIÓN FINAL SEXTA. Entrada en vigor. 

Este Real Decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial del Estado. 

Dado en Madrid, el 22 de marzo de 2013. 

- Juan Carlos R. - 

El Presidente del Gobierno, Mariano Rajoy Brey. 


